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RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2024. 

Comparece la Sucesión de Carmen Delia Meléndez Alicea, 

compuesta por Wanda Ivelisse Gómez Meléndez y Roberto Levis 

Meléndez (Sucesión o parte peticionaria) y solicita que revisemos una 

Resolución emitida y notificada el 13 de junio de 2024 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina (TPI).1 En el aludido 

dictamen, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de la parte 

peticionaria en emitir una nueva sentencia para incorporar lo 

resuelto por este Tribunal de Apelaciones en el recurso 

KLAN202400073 en relación con unas partidas de adelantos a favor 

del Banco Popular de Puerto Rico (Banco o parte recurrida) en un 

pleito de ejecución hipotecaria. Además, el TPI declaró No Ha Lugar 

a la solicitud de relevo de sentencia y paralización de los 

procedimientos post-sentencia. 

 
1 Apéndice de Certiorari, Anejo I, págs. 1-2. 
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Tras evaluar el expediente ante nuestra consideración, se 

adelanta la denegación de la expedición del auto de certiorari. 

I. 

 El caso ante nuestra consideración tuvo su génesis el 11 de 

julio de 2022, cuando el Banco presentó una Demanda contra la 

señora Carmen Delia Meléndez Alicea (señora Meléndez Alicea) por 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía ordinaria. En 

esencia, la parte recurrida alegó que la señora Meléndez Alicea dejó 

de efectuar los pagos pactados en el pagaré que suscribió a favor de 

Doral Mortgage, LLC por la suma principal de $87,423.00, 

garantizado por una hipoteca que grava una propiedad de la señora 

Meléndez Alicea. El Banco adujo que, en adición a la suma por el 

principal adeudado, la señora Meléndez Alicea debía sufragar tres (3) 

sumas de $8,724.30 por concepto de costas, gastos y honorarios de 

abogados; cualquier otro adelanto que se hiciera en virtud de la 

escritura de hipoteca, y cubrir intereses en adición a los garantizados 

por ley. El Banco sostuvo que declaró dichas partidas como sumas 

vencidas, líquidas y exigibles en su totalidad. 

 El 11 de enero de 2023, la señora Meléndez Alicea contestó y 

reconvino la Demanda. 2  En lo pertinente, negó que la deuda 

reclamada estuviese vencida y líquida. Señaló que la reclamación se 

presentó sin haberse cumplido con los contactos mínimos o intentos 

previos a declarar vencida la deuda, a tenor con el Reglamento X del 

Real Estate Settlement Procedures Act, 12 CFR secs. 1024 et seq. 

Además, alegó que la parte recurrida no presentó evidencia sobre los 

adelantos realizados ascendentes a $8,742.30, así como los intereses 

adicionales a los garantizados por ley. Por otro lado, planteó que los 

gastos de abogados reclamados en la demanda eran excesivos e 

irrazonables.  

 
2 Íd., Anejo X, pág. 71-77. 
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 Tras varias instancias procesales, el 20 de abril de 2023, la 

representante legal de la señora Meléndez Alicea presentó una Moción 

solicitando sustitución de parte demandada. 3  En esta, informó el 

fallecimiento de su representada y que dicha parte sería representada 

por sus hijos, la señora Gómez Meléndez y el señor Levis Meléndez. 

Así las cosas, el 28 de abril de 2023, el Banco presentó una Demanda 

enmendada4 en la que sustituyó a la señora Meléndez Alicea a tenor 

con la Regla 22 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 22, en 

cumplimiento con una Orden que, para esos fines, el TPI emitió el 20 

de abril de 2023.5 

 Luego de varios trámites ante el TPI, el 13 de diciembre de 

2023, el TPI emitió una Sentencia parcial.6 Mediante esta, el Foro 

Primario resolvió que el Banco presentó evidencia del cumplimiento 

con las notificaciones requeridas por ley sobre la transferencia del 

pagaré, la orientación sobre las alternativas de mitigación de pérdidas 

e información de contacto de la señora Meléndez Alicea, previo a 

instar la acción de cobro de dinero y ejecución de hipoteca. Por ello, 

desestimó la reconvención presentada por la señora Meléndez Alicea 

por dejar de exponer una reclamación que justificara la concesión de 

un remedio en contra del Banco. 

 El 14 de diciembre de 2023, el TPI emitió una Relación del caso, 

declaración de hechos probados, conclusiones de derecho y sentencia 

sumaria.7 En este dictamen, el Foro Primario declaró con lugar la 

Demanda presentada por el Banco, por lo que ordenó que la parte 

peticionaria pagara una suma de $66,380.46 por concepto de 

principal, intereses de 4.00% anual acumulados hasta el pago total 

de la obligación, así como tres sumas de $8,742.30, concernientes a 

 
3 Íd., Anejo XIII, págs. 84-86. 
4 Íd., Anejo XVIII, págs. 97-98. 
5 Íd., Anejo XIV, pág. 87. 
6 Íd., Anejo XL, págs. 163-167. Archivada y notificada el 15 de diciembre de 

2023. 
7 Íd., Anejo XLI, págs. 168-179. Archivada y notificada el 15 de diciembre de 

2023. 
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los créditos accesorios y adelantos hechos en virtud de la escritura 

de hipoteca, las costas, gastos y honorarios de abogados; cualquier 

otro adelanto en virtud de la escritura, y los intereses adicionales a 

los garantizados por ley. 

 No satisfecha con la decisión del TPI, la Sucesión acudió ante 

esta Curia Apelativa mediante el recurso KLAN202400073.8 En la 

adjudicación de dicho asunto, el 7 de mayo de 2024 este Tribunal 

modificó la determinación del Foro recurrido a los efectos de revocar 

la imposición del pago de una suma de $8,742.30 para cubrir 

cualquier otro adelanto que se hubiera efectuado en virtud de la 

escritura de hipoteca y una suma de $8,742.30 para cubrir intereses 

adicionales a los garantizados por ley.9 

Ante ello, el Banco le solicitó al TPI la enmienda de la sentencia 

a los fines de incorporar lo resuelto por esta Curia Apelativa. No 

obstante, el 8 de mayo de 2024, el TPI emitió y notificó una Resolución 

en la que denegó la solicitud del Banco y resolvió que era innecesario 

emitir una nueva notificación de sentencia, ya que no existía una 

orden o mandato expreso de este Tribunal para dichos efectos.10 El 

Foro recurrido consignó que lo importante era que cuando se 

solicitara y autorizara la ejecución de la sentencia, la información que 

surgiera de la Orden y Mandamiento fuera cónsono con lo expresado 

por este Foro Apelativo. 

 Posteriormente, el 9 de junio de 2024, la parte peticionaria 

presentó una Moción solicitando relevo de sentencia y/o modificación 

de sentencia según dispuesto por el Tribunal de Apelaciones y 

paralización de procedimientos post sentencia.11 En el mismo, la parte 

peticionaria expresó que, según esta Curia Apelativa, el TPI estaba 

obligado a enmendar la sentencia dictada a los fines de eliminar las 

 
8 Íd., Anejo XLIV, págs. 182-195. 
9 Íd., Anejo III, págs. 6-20. Archivada y notificada el 7 de mayo de 2024. 
10 Apéndice de Certiotari, Págs 157-158. 
11 Apéndice de Certiorari, Anejo II, págs. 3-5. 
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partidas revocadas. La Sucesión concibió que, ya que el TPI no dictó 

una sentencia enmendada según modificada por este Tribunal, la 

Sentencia del caso no era ejecutable, por lo que procedía el relevo de 

esta o su modificación. A su vez, subrayó que, dado que las partidas 

revocadas afectaban todo el procedimiento y las sumas reclamadas 

por el Banco, procedía enviar el caso nuevamente al Centro de 

Mediación de Conflictos. 

 En atención a lo anterior, el 13 de junio de 2024, el TPI emitió 

una Resolución.12 En la misma consignó que, de una lectura a la 

Sentencia de este Tribunal, no surgía de que el Foro Primario tuviese 

que emitir una nueva sentencia, sino que tenía el efecto de que la 

parte recurrida no podía cobrar las partidas revocadas durante el 

proceso de ejecución de sentencia. Por ello, declaró No Ha Lugar a la 

solicitud de la Sucesión en emitir una nueva sentencia, relevar la 

sentencia y paralizar los procedimientos post-sentencia. 

 Inconforme con la determinación del TPI, el 15 de julio de 2024, 

la Sucesión acudió a este Tribunal y planteó que el Foro Primario 

incidió en cometer los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DECLARAR NO HA LUGAR LA SOLICITUD 
DE RELEVO DE SENTENCIA Y NEGARSE DE ESTA FORMA 
[A] DICTAR UNA SENTENCIA ENMENDADA[,] 
INCUMPLIENDO CON EL MANDATO DEL TRIBUNAL DE 
APELACIONES EN EL CASO KLAN202400073 
 
SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DECLARAR NO HA LUGAR LA SOLICITUD 
DE RELEVO DE SENTENCIA Y NEGARSE DE ESTA FORMA 
[A] DICTAR UNA SENTENCIA ENMENDADA[,] 
INCUMPLIENDO CON EL MANDATO DEL TRIBUNAL DE 
APELACIONES EN EL CASO KLAN202400073[,] 
NEG[Á]NDOSE A EXPEDIR NUEVA NOTIFICACI[Ó]N DE 
SENTENCIA ENMENDADA POR EDICTO PARA SU 
CORRESPONDIENTE PUBLICACI[Ó]N 
 
TERCER ERROR: ERR[Ó] EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL CONTINUAR LOS PROCESOS POST 
SENTENCIA BAS[Á]NDOSE EN UNA SENTENCIA 
REVOCADA PARCIALMENTE, VIOLANDO EL DEBIDO 
PROCESO DE LEY DE LA PARTE APELANTE. 
 

 
12 Íd., Anejo I, págs. 1-2. Archivada y notificada el 13 de junio de 2024. 
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 En atención a los errores planteados por la parte peticionaria, 

procedemos a exponer la normativa jurídica atinente a este recurso. 

II. 

A. Certiorari 

El certiorari es un recurso extraordinario cuya característica se 

asienta en la sana discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. McNeil Healthcare v. 

Mun. Las Piedras I, 206 DPR 391 (2021); 800 Ponce de León v. AIG, 

205 DPR 163 (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 

(2012). Este Tribunal tiene la obligación de ejercer prudentemente su 

juicio al intervenir con el discernimiento del TPI. Torres Martínez v. 

Torres Ghigliotty, 175 DPR 83 (2008). En los procesos civiles, la 

expedición de un auto de certiorari se encuentra delimitada a las 

instancias y excepciones contenidas en la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 52.1. McNeil Healthcare v. Mun. Las 

Piedras I, supra; Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 478 (2019). 

La mencionada Regla dispone que sólo se expedirá un recurso 

de certiorari cuando "se recurra de una resolución u orden bajo 

remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 o de 

la denegatoria de una moción de carácter dispositivo". 800 Ponce de 

León v. AIJ, supra.  

Es menester destacar que una determinación referente a 

asuntos post-sentencia es revisable mediante el recurso de certiorari, 

puesto que de otro modo no sería revisable. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, supra.  Una vez determinado que el certiorari es el recurso 

adecuado, corresponde evaluar dicha solicitud al amparo de lo 

dispuesto en la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, la cual 

establece los criterios que debemos considerar al momento de ejercer 

nuestra facultad discrecional:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
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B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 
el análisis del problema. 
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia. 
 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, 
o de alegatos más elaborados. 
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 
la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 
 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

A tenor con estos criterios, como foro revisor, tenemos la 

obligación de obrar con discernimiento judicial en nuestra 

intervención para no interrumpir a destiempo el trámite ante el 

tribunal de instancia. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 

98. De esta forma, de no estar presente algunos de estos criterios, 

corresponde abstenernos de expedir el auto de certiorari. 

B. Relevo de sentencia 

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 49.2, rige lo 

concerniente a la facultad de los tribunales para dejar sin efecto una 

sentencia u orden suya por causa justificada. Piazza v. Isla del Río, 

Inc., 158 DPR 440, 448 (2003). El peticionario del relevo de sentencia 

tiene la obligación de justificar su solicitud al amparo de uno de los 

motivos establecidos en la aludida regla. Pérez Ríos y otros v. ELA y 

otros, 2023 TSPR 136, 213 DPR ___ (2023). A saber, Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 49.2, dispone lo siguiente: 

Regla 49.2. Errores, inadvertencia, sorpresa, negligencia 
excusable, descubrimiento de nueva prueba, fraude, etc. 
Mediante una moción y bajo aquellas condiciones que sean 
justas, el tribunal podrá relevar a una parte o a su 
representante legal de una sentencia, orden o procedimiento 
por las razones siguientes:  
(a) error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable;  
(b) descubrimiento de evidencia esencial que, a pesar de una 
debida diligencia, no pudo haber sido descubierta a tiempo 
para solicitar un nuevo juicio de acuerdo con la Regla 48;  
(c) fraude (incluso el que hasta ahora se ha denominado 
“intrínseco” y el también llamado “extrínseco”), falsa 
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representación u otra conducta impropia de una parte 
adversa;  
(d) nulidad de la sentencia; 
(e) la sentencia ha sido satisfecha, renunciada o se ha 
cumplido con ella, o la sentencia anterior en que se fundaba 
ha sido revocada o de otro modo dejada sin efecto, o no sería 
equitativo que la sentencia continúe en vigor, o  
(f) cualquier otra razón que justifique la concesión de un 
remedio contra los efectos de una sentencia.  
Las disposiciones de esta regla no aplicarán a las sentencias 
dictadas en pleitos de divorcio, a menos que la moción se 
funde en las razones (c) o (d). La moción se presentará dentro 
de un término razonable, pero en ningún caso después de 
transcurridos seis (6) meses de haberse registrado la 
sentencia u orden o haberse llevado a cabo el procedimiento. 
Una moción bajo esta Regla 49.2 no afectará la finalidad de 
una sentencia ni suspenderá sus efectos. Esta regla no limita 
el poder del tribunal para:  

(1) conocer de un pleito independiente con el propósito de 
relevar a una parte de una sentencia, una orden o un 
procedimiento;  
(2) conceder un remedio a una parte que en realidad no 
haya sido emplazada, y  
(3) dejar sin efecto una sentencia por motivo de fraude al 
tribunal. 

Mientras esté pendiente una apelación o un recurso de 
certiorari de una resolución final en procedimiento de 
jurisdicción voluntaria, el tribunal apelado no podrá conceder 
ningún remedio bajo esta regla, a menos que sea con el 
permiso del tribunal de apelación. Una vez que el tribunal de 
apelación dicte sentencia, no podrá concederse ningún 
remedio bajo esta regla que sea incompatible con el mandato, 
a menos que se obtenga previamente permiso para ello del 
tribunal de apelación. En ambos casos, la moción de relevo 
deberá siempre presentarse ante el tribunal apelado dentro 
del término antes señalado, y si éste determina que estaría 
dispuesto a conceder el remedio, se acudirá entonces ante el 
tribunal de apelación para solicitar el referido permiso. 
 

En lo que nos concierne, mediante el inciso (e) de la Regla 49.2 

de Procedimiento Civil, supra, R. 49.2, se permite que se deje sin 

efecto una sentencia cuando se satisfizo, renunció o cumplió con esta 

o una sentencia anterior en la que se fundamentó se revocó o dejó sin 

efecto o no sería equitativo que la sentencia continúe en vigor. J. A. 

Cuevas Segarra, Tratado de derecho procesal civil, 2da. ed., T. IV, San 

Juan, Ed. Publicaciones JTS, 2011, pág. 1419. 

Por otro lado, el inciso (f) de la aludida regla, permite que se 

solicite el relevo de sentencia por cualquier otra razón que justifique 

la concesión de un remedio. Íd., pág. 1420. No obstante, este inciso 

no constituye una llave maestra para reabrir procedimientos o dejar 

sin efecto lo actuado. Íd. Para ello, “el tribunal debe hacer un análisis 

y balance racional y justiciero de todo el expediente del caso para 
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determinar, si bajo las circunstancias del caso, existen razones que 

justifiquen la concesión de un remedio contra los efectos de la 

sentencia”. Íd. De modo persuasivo, el Tribunal Supremo federal 

determinó que al resolverse una moción al amparo del inciso (b)(6) de 

la Regla 60 de Procedimiento Civil federal, análoga al inciso (f) de la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 49.2, el peticionario tiene 

que demostrar una circunstancia extraordinaria que justifique 

reabrir el caso. González v. Crosby, 545 US 524, 535 (2005). Las 

circunstancias extraordinarias pueden incluir el cambio en la 

interpretación de una ley, el riesgo de que se cometa injusticia hacia 

las partes o el riesgo de que se mine la confianza pública en los 

procedimientos judiciales. Buck v. Davis, 580 US 100, 123 (2017). Sin 

embargo, es necesario que el peticionario del relevo de sentencia haya 

tramitado el caso diligentemente. J. A. Cuevas Segarra, op. cit. 

El relevo de sentencia es una facultad discrecional, salvo en los 

casos de nulidad de la sentencia o que se haya satisfecho. García 

Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 540 (2010). En tal 

ejercicio, el tribunal debe determinar si bajo las circunstancias 

específicas del caso existen razones que justifiquen la concesión de 

un remedio contra los efectos de una sentencia. Íd. Por ello, si el 

peticionario aduce una buena defensa, adicional a los motivos 

dispuestos en la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 49.2 y 

el relevo no ocasiona perjuicio a la parte contraria, debe concederse. 

Íd., págs. 540-541. Pues, esta regla debe interpretarse liberalmente, 

por lo que cualquier duda debe resolverse a favor del peticionario del 

relevo, a fin de que el caso se resuelva en sus méritos. Íd., pág. 541; 

Díaz v. Tribunal Superior, 93 DPR 79, (1966). 

Pese a su interpretación liberal, este mecanismo post-

sentencia de relevo de sentencia no constituye una facultad absoluta. 

Piazza v. Isla del Río, Inc., supra, pág. 448. Pues, la moción de relevo 

de sentencia no puede sustituir los recursos de revisión o 
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reconsideración, aun cuando se puede considerar posterior a que la 

sentencia advenga final y firme. García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra; Piazza v. Isla del Río, Inc., supra, pág. 449; Pagán v. Alcalde 

Mun. de Cataño, 143 DPR 314, 328 (1997); Olmedo Nazario v. Sueiro 

Jiménez, 123 DPR 294, 299 (1989). Además, “[l]as determinaciones 

judiciales que son finales y firmes no pueden estar sujetas a ser 

alteradas por tiempo indefinido”. Piazza v. Isla del Río, Inc., supra, 

pág. 449. Por ello, los tribunales deben realizar un balance entre la 

interpretación liberal del relevo de sentencia y el principio de que los 

procedimientos judiciales sean certeros y estables y se eviten 

demoras innecesarias en el trámite judicial. Íd. En tal sentido, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que el término de seis (6) 

meses para la presentación de la moción de relevo de sentencia es 

fatal. Íd., pág. 448; Sánchez Ramos v. Troche Toro, 111 DPR 155, 157 

(1981). Dicho período de seis (6) meses para la presentación de una 

moción de relevo de sentencia, se computa a base de ciento ochenta 

(180) días de haberse registrado la sentencia o notificado la 

resolución u orden. J. A. Cuevas Segarra, op. cit., pág. 1397. Además, 

el referido término no se interrumpe por presentarse una apelación. 

Piazza v. Isla del Río, Inc., supra, pág. 449. 

Cabe destacar que para evaluar una solicitud de relevo de una 

sentencia no es necesario celebrar una vista si de la faz de la petición 

es evidente que carece de méritos. Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 

DPR 445, 449 (1977). 

Luego de esbozar la normativa jurídica atinente a este recurso, 

procedemos a aplicarlo a los hechos de este caso. 

III. 

 En el presente caso, en su primer y segundo señalamiento de 

error la Sucesión planteó que el TPI incidió en declarar No Ha Lugar 

a su solicitud de relevo de sentencia y al negarse a dictar una 

sentencia enmendada. Sobre el particular, la parte peticionaria 
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entiende que el TPI actuó en contravención unas instrucciones y 

directrices de esta Curia Apelativa de enmendar el dictamen apelado 

y ordenar la publicación de la sentencia por edicto. A su vez, alegó 

que la sentencia parcialmente revocada por este Tribunal nunca se 

notificó a todas las partes del pleito, por lo que el TPI estaba obligado 

a enmendar la Sentencia. Por último, en su tercer señalamiento de 

error, señaló que el Foro Primario erró al continuar con los 

procedimientos post-sentencia, basado en un dictamen revocado 

parcialmente, en violación a su debido proceso de ley. 

 Por su parte, la parte recurrida sostuvo que no proceden los 

señalamientos de error de este recurso, toda vez que el mismo se 

presentó fuera de término y versó sobre asuntos que no se 

impugnaron oportunamente. Puntualizó que solicitó al TPI la 

modificación de la determinación para eliminar las partidas 

revocadas por esta Curia. No obstante, sostuvo que el 8 de mayo de 

2024, el TPI emitió y notificó una Resolución en la que denegó la 

solicitud del Banco y resolvió que era innecesario emitir una nueva 

notificación de sentencia, ya que no existía una orden o mandato 

expreso de este Tribunal para dichos efectos. Esgrimió que la parte 

peticionaria no solicitó reconsideración o revisión de la referida 

Resolución. Por ello, manifestó que procedía solicitar una Orden y 

Mandamiento de Ejecución de Sentencia, a tenor con lo resuelto por 

este Tribunal, sin incluir las partidas revocadas en el recurso 

KLAN202400073. Cónsono con lo anterior, estableció que, a tenor 

con los criterios que guían la discreción de este Tribunal para atender 

este recurso, no existía un fundamento que justificara la expedición 

del auto de certiorari. 

 Evaluados los planteamientos de ambas partes, nos 

encontramos en posición para resolver. 

Como cuestión de umbral, nos corresponde evaluar el asunto 

sobre la expedición del auto de certiorari. En tal ejercicio, de un 
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análisis sosegado de la totalidad de las circunstancias del caso, 

declinamos ejercer nuestra facultad discrecional de expedir el auto 

de certiorari y atender los señalamientos de errores de la Sucesión en 

sus méritos. Tras examinar el expediente ante nuestra consideración 

a la luz del derecho vigente y de la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra, R. 40, no existe circunstancia alguna 

que justifique nuestra intervención con el dictamen recurrido. El 

remedio y la disposición de la decisión recurrida es razonable y no es 

contrario a derecho. 

En primer lugar, el 8 de mayo de 2024, el TPI emitió y notificó 

una Resolución en la que denegó la solicitud del Banco en enmendar 

la Sentencia para conformarle con lo dictado por este Tribunal en el 

recurso KLAN202400073. Sobre el particular, es menester 

puntualizar que la Sucesión nunca recurrió ante este Foro Apelativo 

para impugnar lo entonces resuelto por el TPI, y que los argumentos 

esgrimidos en la solicitud de relevo de sentencia instada por la 

peticionaria, así como los errores objeto de este recurso impugnan 

esencialmente dicha determinación que advino final, firme e 

inapelable. 

En segundo lugar, el Foro Primario actuó correctamente al 

resolver que este Tribunal no emitió un mandato expreso a los fines 

de enmendar la Sentencia, sino que se continuaran con los 

procedimientos post-sentencia de conformidad con lo resuelto por 

este Tribunal a los fines de eliminar las dos (2) partidas de $8,742.30 

para cubrir cualquier otro adelanto en virtud de la escritura de 

hipoteca y los intereses adicionales a los garantizados por ley 

incluidos en la Sentencia del TPI.  No atisbamos la existencia de error 

alguno en este proceder. 
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IV.  

Por los fundamentos que anteceden, se deniega la expedición 

del auto de certiorari. 

Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.   

                         
 

 
          

      Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


